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Temas: 
DESCUENTO DEL 50% DE LA MATRÍCULA UNIVERSITARIA /PRINCIPIO “NEMO AUDITUR PROPRIAM TURPITUDINEM ALLEGANS” / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA  IMPROCEDENCIA. [S]i bien es cierto que el  ICETEX le concedió al accionante el 50% sobre el valor de la matrícula para el período 2013-2, también lo es que tal beneficio fue suspendido por cuanto al momento de diligenciar el formulario de inscripción, el señor Naranjo Motato en las casillas que indicaban si pertenecía al SISBEN o a un grupo étnico/Afrocolombiano, su respuesta fue “NO” (folio 29).  De tal manera, que esta situación fue generada por el propio accionante, quien no sólo diligenció mal el formulario aludido, sino que tampoco allegó documento donde demostrara que se encontraba registrado en el Departamento Nacional de Planeación o en la el Ministerio del Interior que afirma el accionante es la dependencia encargada de realizar los censos a los resguardos indígenas.  Por lo tanto, no puede ahora por vía de tutela alegar en su favor su propia culpa, toda vez que como se dijo antes, el accionante es el responsable de los hechos que procura subsanar por los problemas presentados al momento de recibir el monto del crédito. En tal virtud, en ese asunto específico se da el principio “Nemo auditur propriam turpitudinem allegans” según el cual nadie puede obtener provecho de su propia culpa y desplazar su responsabilidad en la ocurrencia de los hechos que sustentan la solicitud del amparo constitucional. (…) Por otro lado, si el ICETEX aprobó al señor Naranjo Motato el crédito “línea de crédito a largo plazo ACCCES para sostenimiento” desde el 11 de junio de 2012 y le aprobó el descuento del 50% para el segundo semestre del año 2013, se puede inferir que el accionante no interpuso la acción de tutela en tiempo oportuno, ni justificó los motivos de su demora para acceder a la protección constitucional que hoy reclama, resultando el amparo en oposición al principio de inmediatez, es decir no existe necesidad urgente de salvaguardar los derechos invocados; de tal manera, que la acción de tutela es a todas luces improcedente, lo que se reafirma en lo dispuesto por la  Corte Constitucional en las  Sentencias C-543 de 1992 y SU-961 de 1999 (…).
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, cinco (5) de septiembre de dos mil diecisiete (2017)

Aprobado por Acta No.0897
Hora: 4:00 p.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el accionante, señor Daniel Eduardo Naranjo Motato frente al fallo emitido el 19 de julio de 2017 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada en contra del ICETEX. 
2. ANTECEDENTES
2.1. Informó el señor Daniel Eduardo Naranjo Motato que en el año 2012 solicitó un crédito de sostenimiento educativo “línea de crédito a largo plazo Acces” con el ICETEX, el cual fue aprobado para sus estudios superiores de Tecnología Mecánica en la Universidad Tecnológica de Pereira, del que tenía una rebaja del 50% sobre el valor del semestre por pertenecer a un resguardo indígena de la etnia Embera Chamí.

Señaló que el descuento del 50% se dio para el período 2013-2, pero fue interrumpido; razón por la cual, ha presentado múltiples derechos de petición tendientes a que le continuaran otorgando semestralmente el porcentaje aludido, recibiendo como respuesta por parte del ICETEX que debía presentar un certificado del SISBEN de la base de datos del Departamento Nacional de Planeación aun cuando las personas que hacen parte de los resguardos indígenas están registradas en el Ministerio del Interior, según el censo que de tal población hace esa entidad.
Consideró vulnerados sus derechos fundamentales como integrante de un resguardo indígena al no otorgarse el descuento aludido y al hacer caso omiso de las peticiones presentadas a la entidad accionada. 

Por lo tanto, solicitó que se tutelaran los derechos fundamentales a la educación y en consecuencia se ordenara al ICETEX que en un término de 48 horas contado a partir de la notificación del fallo, dispusiera lo necesario para entregar el subsidio del 50% de la deuda, tal como consta en la página del ICETEX  (Fls. 1-5). 
Se tuvieron como pruebas las aportadas con la demanda de tutela, visibles a folios 6 al 17. 
3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.2. ICETEX  
Informó que de la Vicepresidencia de Crédito y Cobranza-  Dirección Crédito dio  a conocer que el señor Daniel Eduardo Naranjo Motato registró solicitud de crédito para acceder a línea ACCES, crédito de sostenimiento aprobado el 10/08/2012, por el cual el ICETEX realizó los desembolsos para los períodos 2012-2, 2013-1, 2013-2, 2014-1, 2014-2, 2015-1 y 2015-2.
Afirmó que para el momento de presentar la solicitud de crédito, en el formulario que el mismo accionante diligenció bajo la gravedad de juramento, marcó que no pertenecía a población de especial protección; por lo tanto, cuando se otorgó el crédito Nº 2022302 el accionante no se encontraba registrado en la base de datos del “DNP”, razón por la cual no es procedente autorizar la recomposición de giros por concepto de subsidio de sostenimiento.
Consideró que al accionante se le han resuelto todos los derechos de petición, sin que las respuestas sean necesariamente para acceder a lo requerido.

Agregó que la acción de tutela debía declarase improcedente no solo por no existir un derecho fundamental vulnerado sino también por falta de inmediatez, ya que la misma se presentó 5 años después de conocer los hechos por los cuales busca el amparo, sin que exista justificación por la demora o un perjuicio irremediable para su protección, máxime que en este caso el asunto debatido es de índole económico.  Por lo tanto, no se han vulnerado los derechos fundamentales a la educación, igualdad y petición  al señor Naranjo Motato.
Por lo anterior, solicitó se denegara el amparo solicitado y se declara que la acción de tutela carece de objeto. (Fls. 20-28)

Aportó como pruebas los documentos obrantes en folios 29 al 41. 
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira mediante  sentencia del 19 de julio de 2017 resolvió negar el amparo deprecado por el señor Daniel Eduardo Naranjito Motato, toda vez que consideró que no existió acción u omisión por parte del ICETEX que generara vulneración del derecho de educación, teniendo en cuenta que el accionante se benefició del crédito que se le concedió. Indicó que se trata de un asunto económico, al cual se aplica el principio de responsabilidad por el hecho propio.  (Fls. 42-44).

El fallo anterior fue notificado al señor Daniel Eduardo Naranjo Motato el 24 de julio de 2017 por medio electrónico (folio 45).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 25 de julio de 2017, el accionante presentó un escrito mediante el cual reiteró los hechos presentados ante el A quo recalcando que había anexado toda la documentación requerida para acceder al descuento por pertenecer a la población indígena, lo que conllevó a que se generara el   descuento para uno de los semestres, a sabiendas de que se debía aplicar para todos (Fls. 58-59). 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo los argumentos expuestos por el impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Derecho fundamental a la educación, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional (Sentencia T-743 de 2013):

“El artículo 67 de la Constitución reconoce en la educación una doble condición de derecho y de servicio público que busca garantizar el acceso de los ciudadanos al conocimiento, a la ciencia y a los demás bienes y valores culturales. La relevancia de esa función social explica que la norma superior le haya asignado a la familia, a la sociedad y al Estado una corresponsabilidad en la materialización de esas aspiraciones y que haya comprometido a este último con tareas concretas que abarcan, desde la regulación y el ejercicio del control y vigilancia del servicio educativo, hasta la garantía de su calidad, de su adecuado cubrimiento y la formación moral, física e intelectual de los estudiantes. En cuanto a servicio público, la educación exige del Estado unas actuaciones concretas, relacionadas con la garantía de su prestación eficiente y continua a todos los habitantes del territorio nacional, en cumplimiento de los principios de universalidad, solidaridad y redistribución de los recursos en la población económicamente vulnerable. En su dimensión de derecho, la educación tiene el carácter de fundamental, en atención al papel que cumple en la promoción del desarrollo humano y la erradicación de la pobreza y debido a su incidencia en la concreción de otras garantías fundamentales, como la dignidad humana, la igualdad de oportunidades, el mínimo vital, la libertad de escoger profesión u oficio y la participación política.”
6.5.  DEL CASO EN CONCRETO

6.5.1.   En el caso sub examine, se observa que el  señor Daniel Eduardo Naranjo Motato ha dirigido varios derechos de petición ante el ICETEX con el fin de que le sea aplicado el subsidio para estudios superiores correspondiente al descuento del 50% de la matrícula con fundamento en que le asiste tal beneficio por pertenecer al resguardo indígena llamado Señora Candelaria de la Montaña Embera Chamí, los cuales tienen las  siguientes fechas: i)  7 de octubre de 2013 (Fl. 6), ii) 6 de octubre de 2013 (Fl. 8), iii) marzo de 2014 (Fl. 11) y 24 de abril de 2017 (Fl. 13). Dichas peticiones fueron contestadas negativamente por cuanto el ICETEX no evidenció que el actor al momento de tramitar su crédito No.1844029 hubiera registrado en el formulario que pertenecía al SISBEN o a un grupo especial indígena (Fls. 7,9, 12 y 14), lo que el accionante consideró una vulneración a sus derechos fundamentales a la educación, mínimo vital e igualdad, toda vez que en el período 2013-2 sí le fue aplicada la rebaja señalada, la que solicita por esta vía constitucional sea tenida en cuenta para todos los demás semestres cursados ya que tiene la capacidad económica para asumir la deuda adquirida con el ICETEX.

6.5.2.  Por su parte, el ICETEX indicó que el señor Naranjo Motato es beneficiario de un crédito con el ICETEX denominado ACCES-ACCES en la modalidad de “sostenimiento” del cual le han realizado los desembolsos correspondientes en los siguientes períodos: 11/06/2012, 02/20/2013, 09/30/2013, 02/27/2014, 09/10/2014, 02/26/2015 y 08/14/2015 encontrándose actualmente en “periodo de gracia” (Fls. 32 y 33), explicando que el accionante no acreditó ser miembro de una comunidad indígena ni pertenecer al SISBEN al llenar el formulario de inscripción (Fls. 29 y 31); por lo tanto, al momento de otorgar el crédito estudiantil no se le concedió el 50%. 

6.5.3.  Así las cosas, en este asunto en concreto esta Sala considera que el debate puesto en conocimiento por el accionante al juez de tutela es meramente económico, toda vez que su reclamación está dirigida a que se le concedan unos descuentos monetarios con el fin de que la deuda que obtuvo con el ICETEX para estudiar Tecnología Mecánica sea reducida, lo que hace improcedente el amparo invocado en atención a que la acción de tutela fue concebida para como el instrumento judicial principal para perseguir una protección real y concreta y excepcionalmente para reclamar el pago de acreencias económicas.  Al respecto la Corte Constitucional en la Sentencia T-421 de 2013, señaló lo siguiente:

“La Constitución Política dispone, en su artículo 86, que la acción de tutela es un mecanismo residual y subsidiario[1],diseñado para la protección inmediata de los derechos fundamentales de una persona, cuando no se cuenta con alguna otra vía judicial de protección, o cuando existiendo ésta, se acuda a ella como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable[2].

 

En razón a ello, la procedibilidad de este mecanismo debe ser valorada por el juez constitucional en consideración a cada caso concreto y no en abstracto, pues la naturaleza jurídica de esta acción conlleva la protección efectiva de derechos fundamentales, lo cual demanda realizar un examen de conformidad con las circunstancias específicas.

 
Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, se deduce que la procedencia de esta vía judicial está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado[3], y que solo ante la inexistencia o inoperancia de estas, es posible acudir a la acción constitucional.

 

Así las cosas, se tiene que los mecanismos ordinarios de defensa constituyen el medio preferente e idóneo para que las personas puedan invocar la protección de los derechos fundamentales que resulten vulnerados o amenazados por acciones u omisiones de las autoridades públicas o de los particulares[4]. Bajo ese entendido, la Corte ha sostenido que la tutela es procedente si la persona perjudicada no cuenta con otro medio de defensa mediante el cual pueda solicitar la protección de sus derechos fundamentales.

 

Ahora bien, respecto de las prestaciones que llevan implícitas el pago de obligaciones económicas que se encuentran sometidas a litigio, la Corte ha sido enfática en sostener que, si bien es cierto que en algunos casos se ha admitido la procedencia de la acción, ellos han sido excepcionalmente sustentados en la falta de idoneidad del medio ordinario, lo anterior dependiendo de las circunstancias fácticas de cada situación, lo cual excluye de plano que pueda concederse el amparo judicial para dichos fines de forma masiva e indiscriminada[5]. De igual manera, en la Sentencia T-528 de 1998, la Corte señaló que: “[...].ha sido clara la jurisprudencia de la Corporación al indicar que los fallos emitidos en materia de acción de tutela no tienen la virtualidad para declarar derechos litigiosos, menos aún cuando de estos se predica su carácter legal.”
 

En reiteradas ocasiones se ha insistido en que la acción de tutela no puede converger con diversas vías judiciales por cuanto no es un mecanismo que pueda ser elegido a discrecionalidad del interesado pues, ante todo, debe agotarse el modo específico regulado en ley toda vez que, por regla general, no existe concurrencia entre éste y la acción de tutela[6].  (Subrayas fuera del texto)
 
6.5.4. Aunado a lo anterior, esta Colegiatura  no puede desconocer que si bien es cierto que el  ICETEX le concedió al accionante el 50% sobre el valor de la matrícula para el período 2013-2, también lo es que tal beneficio fue suspendido por cuanto al momento de diligenciar el formulario de inscripción, el señor Naranjo Motato en las casillas que indicaban si pertenecía al SISBEN o a un grupo étnico/Afrocolombiano, su respuesta fue “NO” (folio 29).  De tal manera, que esta situación fue generada por el propio accionante, quien no sólo diligenció mal el formulario aludido, sino que tampoco allegó documento donde demostrara que se encontraba registrado en el Departamento Nacional de Planeación o en la el Ministerio del Interior que afirma el accionante es la dependencia encargada de realizar los censos a los resguardos indígenas.  Por lo tanto, no puede ahora por vía de tutela alegar en su favor su propia culpa, toda vez que como se dijo antes, el accionante es el responsable de los hechos que procura subsanar por los problemas presentados al momento de recibir el monto del crédito. En tal virtud, en ese asunto específico se da el principio “Nemo auditur propriam turpitudinem allegans” según el cual nadie puede obtener provecho de su propia culpa y desplazar su responsabilidad en la ocurrencia de los hechos que sustentan la solicitud del amparo constitucional.  Al respeto, la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente: 

“En efecto, si los hechos que dan origen a la acción de tutela corresponden a la actuación culposa, imprudente o negligente del actor que derivó, a la postre, en la vulneración o amenaza de sus derechos fundamentales, no es admisible que éste pretenda a través de la acción de tutela obtener el amparo de tales derechos, y por lo tanto, desplazar su responsabilidad en la ocurrencia de los hechos que fundamentan la solicitud de amparo a la autoridad pública o al particular accionado. Una consideración en sentido contrario, constituiría la afectación de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.
 

“En síntesis, el principio general del derecho según el cual Nadie puede obtener provecho de su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), hace parte del ordenamiento jurídico colombiano. En consecuencia, en virtud de dicho principio, la prosperidad de la acción de tutela está condicionada a la verificación de que los hechos que la originan, no ocurrieron como consecuencia de la culpa, imprudencia, negligencia o voluntad propia del actor. Ello por cuanto, una consideración en sentido contrario, constituiría una afectación del principio en comento, y por lo tanto, de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.
6.5.5. Por otro lado, si el ICETEX aprobó al señor Naranjo Motato el crédito “línea de crédito a largo plazo ACCCES para sostenimiento” desde el 11 de junio de 2012 y le aprobó el descuento del 50% para el segundo semestre del año 2013, se puede inferir que el accionante no interpuso la acción de tutela en tiempo oportuno, ni justificó los motivos de su demora para acceder a la protección constitucional que hoy reclama, resultando el amparo en oposición al principio de inmediatez, es decir no existe necesidad urgente de salvaguardar los derechos invocados; de tal manera, que la acción de tutela es a todas luces improcedente, lo que se reafirma en lo dispuesto por la  Corte Constitucional en las  Sentencias C-543 de 1992 y SU-961 de 1999, sostuvo:

“Si bien el término para interponer la acción de tutela no es susceptible de establecerse de antemano de manera afirmativa, el juez está en la obligación de verificar cuándo ésta no se ha interpuesto de manera razonable, impidiendo que se convierta en factor de inseguridad, que de alguna forma afecte los derechos fundamentales de terceros, o que desnaturalice la acción.

En jurisprudencia reiterada, la Corte ha determinado que la acción de tutela se caracteriza por su “inmediatez”:
“La Corte ha señalado que dos de las características esenciales de esta figura en el ordenamiento jurídico colombiano son la subsidiariedad y la inmediatez: … la segunda, puesto que la acción de tutela ha sido instituida como remedio de aplicación urgente que se hace preciso administrar en guarda de la efectividad concreta y actual del derecho objeto de violación o amenaza.
  Luego no es propio de la acción de tutela el sentido de medio o procedimiento llamado a reemplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales fundamentales…”.

6.5.6. De conformidad con la jurisprudencia relacionada a lo largo de este proveído, la Sala considera que en este caso en particular no se encuentra acreditada vulneración de los derechos fundamentales invocados por el accionante, toda vez que el ICETEX actuó conforme a los lineamientos para otorgar descuentos a quienes cumplan con los requisitos para acceder a los mismos; por lo tanto, si el objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares”, tal como lo indica el Decreto 2591 de 1991, significa entonces, que tal mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente cuando no existe unaz actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o transgresión de las garantías fundamentales en cuestión.

Por lo anterior, esta Sala confirmará la decisión de primer grado.

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 19 de julio de 2017 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela interpuesta por el señor Daniel Eduardo Naranjo Motato en contra del ICETEX, de acuerdo a las consideraciones señaladas.
SEGUNDO: TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Cfr. Corte Constitucional. Sentencia Nº T-1. de 1992
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